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			LA CONSTITUCIÓN DE LA LIBERTAD Y LA CONCORDIA

			Preliminares

			Comienzo con una afirmación principio. No es cierto que la Transición a la democracia que desembocó en la Constitución de 1978 fue una imposición o continuidad del franquismo. Las elecciones generales del 15 de junio de 1977 fueron los primeros comicios auténticamente democráticos de la historia de España. La ganadora de las elecciones fue la coalición Unión de Centro Democrático, aunque sin mayoría absoluta. Podría haber formado un Gobierno con Alianza Popular y hacer una constitución para «las derechas», al igual que en 1931, en unas elecciones donde no pudieron votar las mujeres, cuando los republicanos alumbraron una constitución para garantizar que solo «las izquierdas» tuvieran derecho a gobernar. En la Transición nadie obligó al PSOE, ni al PC, ni a la Minoría Catalana, a pactar con la UCD una constitución plenamente democrática que, además, se sometió al refrendo del pueblo español. Solo intentaron boicotear el proceso elementos de la extrema derecha1 y de extrema izquierda antidemocrática y terrorista, como los Grupos de Resistencia Antifascista Primero de Octubre (GRAPO) y Euskadi Ta Askatasuna (ETA)2.

			Fui senador constituyente por Navarra y secretario segundo del Senado. Resulté elegido en la candidatura de la Coalición de Centro Democrático (UCD). Pertenecía, en el momento de la fundación de la coalición centrista, al Partido Social Demócrata Foral de Navarra, integrado en la Federación de Partidos Socialdemócratas, que presidía Francisco Fernández Ordóñez3. UCD se caracterizó por su actitud permanente de concordia y entendimiento con las restantes fuerzas políticas democráticas. La futura constitución no debía ser ni de derechas ni de izquierdas si quería ser un marco de convivencia estable y permanente, excluidos quienes apelaban a la violencia para imponer sus propias convicciones políticas. «Consenso» fue la expresión que caracterizó la acción de UCD. Por fortuna, encontró el mismo espíritu en la casi totalidad de las restantes fuerzas políticas. Un consenso que practicó UCD para encauzar el proceso constituyente que afectaba a la sociedad española, como consecuencia de la grave crisis económica en que se vio España envuelta a causa de la guerra de los Seis Días, en la que Israel derrotó a Egipto y Siria. La grave crisis social y económica se afrontó mediante los Pactos de la Moncloa, firmados por la práctica totalidad de las fuerzas constituyentes. Además de pactar la paz social, en el terreno se acordó llevar a cabo una profunda reforma tributaria para hacer realidad el principio de que «el que más tiene, más pague»4. Asimismo, se dieron los primeros pasos para la implantación del Estado de las autonomías y la definitiva eliminación del Estado centralista.

			Pero en los momentos cruciales los pueblos necesitan dirigentes que estén a la altura de las circunstancias. Y España los tuvo. En primer lugar, resulta imprescindible destacar el papel primordial del rey don Juan Carlos I. A finales de los años cuarenta, Franco arrancó al joven príncipe de Asturias del lado de su padre, don Juan, exiliado en Portugal, y lo trajo a España para ocuparse de su educación. El dictador se confesaba monárquico y en 1947 promulgó la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado, que instauraba el Reino de España. Pero en vez de proceder a la «restauración» de la monarquía en la persona de don Juan, legítimo sucesor de Alfonso XIII, optó por una «instauración» en la persona de don Juan Carlos, a quien en 1969 nombró sucesor con la esperanza de conseguir así la continuidad de su régimen. Los españoles, durante la dictadura, desarrollamos un fino sentido del humor. Se corrió la especie de que don Juan Carlos no tenía capacidad para gobernar España y se hicieron muchos chascarrillos sobre el sucesor de Franco. El príncipe soportó sin inmutarse las chirigotas populares e incluso el título de Juan Carlos I el Breve, en razón de lo que se suponía iba a ser un efímero reinado.

			Pero, también contra todo pronóstico, don Juan Carlos rompió el falso estereotipo que le habían labrado. El rey era consciente de que su legitimidad de origen estaba cuestionada por el hecho de haber sido designado sucesor a título de rey por el dictador. Más aún, sabía que la monarquía o era democrática o no tendría ninguna viabilidad. Así que, demostrando extraordinaria habilidad e inteligencia, don Juan Carlos decidió llevar a cabo el proyecto largamente acariciado de ser el rey de todos los españoles. Para eso tenía que devolver al pueblo español el libre ejercicio de su soberanía y convertir a la monarquía diseñada por las leyes franquistas en una monarquía parlamentaria plenamente democrática. La oposición receló en un principio de la sinceridad del rey. Pero pronto tuvo motivos para cambiar de opinión.

			Desde la muerte del dictador, los grupos de la oposición, capitaneados por el PC e incluso con la aquiescencia del PSOE, sostenían la necesidad de la ruptura. Para ello reclamaban el nombramiento de un Gobierno provisional que hiciera tabla rasa de todas las estructuras del régimen anterior y convocara elecciones para hacer una nueva constitución. Los riesgos de esta fórmula eran evidentes. Los sectores más inmovilistas y radicales del régimen franquista y, sin duda, buena parte del ejército se oponían a cualquier alteración del orden establecido. Pero la idea también era rechazada por los reformistas y otros sectores de la población española preocupados por un previsible escenario de vacío de poder y de caos político y social.

			El rey optó por una apuesta, también arriesgada, pero mucho más pragmática. A la democracia había que llegar por la vía de la legalidad haciendo uso de sus propios mecanismos de reforma. Por eso, una vez consolidado en la jefatura del Estado, exigió su dimisión a Carlos Arias Navarro, al que Franco había nombrado presidente del Gobierno tras el asesinato por ETA del almirante Carrero Blanco. Para sustituir a Arias, don Juan Carlos nombró presidente del Gobierno a Adolfo Suárez, hasta entonces ministro-secretario general del Movimiento franquista. Fue una gran sorpresa y, sobre todo, la oposición receló de las verdaderas intenciones del rey. El mandato del monarca fue que debería tomar las medidas necesarias para implantar la democracia en España. Pronto se demostró que el rey había acertado.

			Adolfo Suárez conocía todos los entresijos del régimen y, por tanto, estaba en condiciones de desmontarlo desde dentro. Ejerció su función con una lealtad encomiable a la Corona y una gran habilidad. Acompañado en el Gobierno por un grupo de jóvenes reformistas, procedentes en su mayoría de los niveles superiores de la Administración del Estado en las postrimerías del franquismo, consiguió que las Cortes del régimen, gracias también a la labor impagable de Torcuato Fernández Miranda, presidente de las Cortes y del Consejo de Estado, se hicieran el haraquiri al aprobar una nueva ley fundamental, denominada «para la Reforma Política». Si la nación la aprobaba mediante referéndum, se procedería a la convocatoria de elecciones para elegir por sufragio universal las Cortes Generales, integradas por dos cámaras, el Congreso de los Diputados y el Senado, ambas con idénticas facultades. España se encaminaba irreversiblemente hacia la democracia. Al mismo tiempo se reconocieron los derechos y libertades fundamentales. La oposición democrática recomendó la abstención en el referéndum, pero el pueblo español le dio la espalda y aprobó por amplísima mayoría la Ley para la Reforma Política.

			En el referéndum de 15 de diciembre de 1976, la ciudadanía española votó por primera vez en la historia en paz y en libertad. La participación en el referéndum de un total de 22.644.290 electores fue del 77,7 %. El triunfo del sí fue aplastante con 17.599.562 votos (94,17 %), mientras que los noes solo ascendieron a 450.102 sufragios (2,55 %). Hubo 523.457 (2,97 %) papeletas en blanco. Los votos nulos fueron 52.823 (0,31 %). De modo que la legitimidad del proceso hacia la democracia fue indiscutible5.

			Fue entonces cuando todo el mundo se percató de que se trataba de la vía adecuada. El camino quedaba expedito para otorgar definitivamente la palabra al pueblo español.

			A pesar de todo, no fue fácil. Hubo varios intentos de involución política. El asesinato de cinco abogados sindicalistas, militantes activos del PC, en su despacho de la calle de Atocha de Madrid, estuvo a punto de echarlo todo a rodar. Es justo reconocer que, en aquellos momentos de gran tensión, Santiago Carrillo supo contener a su gente y encauzar los movimientos de repulsa por la vía pacífica. En el otro extremo se hicieron los máximos esfuerzos para provocar a los militares. La banda terrorista ETA —Euskadi Ta Askatasuna/Euskadi y Libertad— intensificó sus acciones criminales contra los altos mandos del ejército, con la impunidad que le proporcionaba la permisividad del Estado francés. El sur de Francia se convirtió en un auténtico santuario para los terroristas vascos. Sobre ETA había ideas equivocadas. Cuando la banda terrorista asesinó en 1973 al almirante Carrero Blanco, número dos del régimen de Franco, muchos miraron para otro lado y otros hasta brindaron con champán. Tardarían bastante tiempo en percatarse de que los etarras no eran más que vulgares asesinos y no luchadores de la libertad y que el pronóstico de que desaparecerían con el advenimiento de la democracia estaba equivocado. La persistencia en su acción criminal demostró que sus objetivos no eran ni la libertad ni la democracia, sino la independencia del País Vasco y su conversión en una república popular de corte marxista-leninista, ideología que por aquel entonces sustentaba la mayor parte de los miembros de la banda. Por desgracia, ETA no era la única organización terrorista que operaba en España. Existían también otros grupos terroristas en Cataluña, Galicia y Canarias, además de los GRAPO (Grupos Armados de Resistencia Antifascista), que actuaban en todo el territorio español y cuya acción de mayor notoriedad fue el secuestro en diciembre de 1976 del exministro de Justicia Antonio Oriol, presidente del Consejo de Estado, y en enero de 1977 del general Emilio Villaescusa Quilis, presidente del Consejo Supremo de Justicia Militar, que fueron liberados el 11 de febrero por decisión de los terroristas.

			En este clima de dificultades, tensión e incertidumbre, el Gobierno consiguió mantener el control de la situación y pudieron finalmente celebrarse las elecciones del 15 de junio de 1977. Previamente, se habían restablecido los derechos y libertades básicos, como la libertad de prensa y el derecho de reunión, de manifestación y de libre asociación y sindicación. El pueblo español confió en las opciones moderadas. Unión de Centro Democrático, coalición centrista integrada por partidos de corte democristiano, liberal y socialdemócrata, presidida por el propio Adolfo Suárez, ganó las elecciones por mayoría relativa. El PSOE de Felipe González se convirtió en la segunda fuerza política, a bastante distancia de los centristas. El fracaso del PC —que obtuvo tan solo veinte diputados y ningún senador— fue la gran sorpresa de las elecciones, pues los comunistas habían llevado durante cuarenta años el peso de la oposición al franquismo y habían hecho gala durante la transición de un gran sentido de la responsabilidad. Pero hubo otras sorpresas, como fue la exigua representación de la coalición Alianza Popular, con dieciséis diputados y dos senadores. El franquismo no fue capaz de sobrevivir a Franco. Sin embargo, paradojas de la política, Alianza Popular sobreviviría a la UCD, que desapareció en 1982. Bajo la dirección de Manuel Fraga, uno de los personajes más brillantes de la vida política española —a quien se acusa falsamente de no haber aprobado la Constitución—, AP se convertiría en la única alternativa real al poder socialista. En 1989, los tres líderes de la coalición, Manuel Fraga (Alianza Popular), Óscar Alzaga (Partido Demócrata Popular/Democracia Cristiana) y José Antonio Segurado (Partido Liberal), procedieron a la refundación de AP en el Partido Popular de corte centrista e inequívoca lealtad a la democracia constitucional. Tras el nombramiento de José María Aznar como sucesor, los «populares» se harían con el gobierno de España en las elecciones de 1996.

			Una de las primeras disposiciones de las Cortes Generales constituyentes fue la aprobación de la ley de amnistía. Con ella se quiso poner punto final a las secuelas de la guerra civil con un espíritu de auténtica y sincera reconciliación. La amnistía supuso borrón y cuenta nueva para todos. Nadie sería juzgado y condenado por hechos delictivos ocurridos con anterioridad a su otorgamiento. Los terroristas, incluso con delitos de sangre, tendrían la oportunidad de reintegrarse a la sociedad. Tampoco se exigirían cuentas a los miembros de los aparatos represores del franquismo. La nueva España democrática nacía bajo el signo de la concordia. En el hemiciclo del Congreso y en el histórico salón de plenos del Senado, ocuparon escaño viejos militantes antifranquistas junto a exministros de Franco. Lo importante era mirar hacia delante y evitar que las viejas heridas, los viejos rencores, ensombrecieran el horizonte de la libertad. En España se respiraba un nuevo aire de libertad, de ilusión y de esperanza.

			

			El consenso como método de elaboración de la Constitución

			Tan pronto como se constituyeron las nuevas Cortes Generales, el Gobierno de Suárez hizo pública su decisión de abordar la elaboración de una nueva constitución que sustituyera y derogara las Leyes Fundamentales del régimen anterior, momento en que se daría por concluida la transición a la democracia emprendida bajo los auspicios de la Corona. Sin embargo, no sería el Gobierno el redactor del proyecto de constitución, sino que este habría de nacer del seno de las propias Cortes. Y así se constituyó una ponencia integrada por siete miembros representativos de los grupos políticos más significativos. De los ponentes designados, tres eran de la UCD y los restantes, a razón de un miembro cada uno, pertenecían al PSOE, a la Minoría Catalana, al Partido Comunista y a Alianza Popular.

			Se acuñó entonces una palabra mágica demostrativa del espíritu con que se abordaba la elaboración de la nueva constitución. Se trataba de la palabra «consenso». Había que evitar a toda costa la repetición de los errores del pasado, en que las constituciones representaban el sentir de la mayoría sin tener en cuenta la opinión de las minorías.

			El precedente de la Constitución de la II República estaba presente en la mente de los constituyentes. Las Cortes republicanas de 1931 eran mayoritariamente de izquierdas e hicieron una constitución de izquierdas. En lugar de servir de cauce de solución para los problemas de España, algunos de sus preceptos contribuyeron a radicalizarlos. He aquí un ejemplo. La izquierda hacía gala por aquel entonces de un anticlericalismo sin límites. La religión era el opio del pueblo y había que combatirla. Se introdujo un precepto cuya consecuencia directa fue la inmediata expulsión de los jesuitas de la Compañía de Jesús, al decretar la disolución de aquellas órdenes religiosas que estatutariamente impusieran, además de los tres votos canónicos —de pobreza, castidad y obediencia—, otro especial de obediencia al papa, jefe de un Estado extranjero, el Estado de la Ciudad del Vaticano, una autoridad distinta de la legítima del Estado. El Gobierno de Manuel Azaña, el mismo que en las Cortes había pronunciado que «España había dejado de ser católica», se incautó de sus bienes, conventos, colegios y de la Universidad de Deusto. Esto produjo una gran indignación entre los fieles católicos. Pero hubo más. Las órdenes religiosas, a tenor de lo dispuesto en la Constitución, no podrían ejercer la enseñanza, de forma que los colegios católicos serían clausurados. Si a eso se añade la quema de iglesias y conventos producida nada más proclamarse la República y la hostilidad de la izquierda revolucionaria contra curas, frailes y monjas, en un país donde los sentimientos religiosos eran muy profundos, no es de extrañar que este estado de cosas se arguyera como uno de los motivos para justificar la sublevación contra la República.

			Pues bien, los constituyentes trataron de no incurrir en los viejos errores. Había que dar satisfacción a las legítimas reivindicaciones territoriales, sociales y culturales. La utilización del método del consenso condujo a la necesidad de un diálogo permanente entre las fuerzas políticas, tanto en el seno de la ponencia y de la Comisión Constitucional como en el ámbito de las fuerzas políticas y del Gobierno. No se piense que todo discurrió como por un camino de rosas. Hubo momentos de tensión e incluso riesgo de ruptura. Pero imperó el sentido de la responsabilidad histórica. Y al final se alcanzó el acuerdo. Todos los grupos se dejaron pelos en la gatera. Pero el pacto constitucional alcanzado era una garantía de estabilidad política y de concordia nacional.

			El dilema monarquía/república

			El triunfo de la revolución liberal, en la España del siglo xix, no cuestionó la monarquía. Sin embargo, en 1873, después de un largo periodo de crisis nacional provocado por la revolución de 1869, se proclamó la I República. Las Cortes republicanas quisieron hacer una constitución federal, pero no les dio tiempo. Once meses después de su proclamación, un golpe de Estado acabó con ella. Poco después, otro pronunciamiento militar restauraría la monarquía en la persona de Alfonso XII, bisabuelo del rey don Juan Carlos I.

			

			El segundo periodo republicano será en el siglo xx. La II República llegó de forma sorpresiva. El 12 de abril de 1931 se celebraron elecciones municipales. El triunfo de los candidatos monárquicos en las zonas rurales fue arrollador. Pero en la mayor parte de las capitales de provincia triunfaron las candidaturas republicanas. En Madrid y Barcelona las masas republicanas se echaron a la calle para exigir el cambio de régimen y el rey se sintió incapaz de resistir la presión popular. En la tarde del 14 de abril de 1931, Alfonso XIII abandonó precipitadamente el Palacio Real. Aunque justificó el abandono por su deseo de evitar derramamientos de sangre, es posible que en su mente estuviera bien presente el asesinato de los zares de Rusia de 1918. Esta vez la república duró ocho años, tres de ellos en medio de una cruenta guerra civil.

			Ocho años después, en virtud de Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 26 de julio de 1947, España volvía a ser un reino: «España, como unidad política, es un Estado católico, social y representativo que, de acuerdo con su tradición, se declara constituido en Reino». Ahora bien, de momento España sería un reino sin corona, pues la jefatura del Estado correspondía al «Caudillo de España y de la Cruzada, Generalísimo de los Ejércitos, Francisco Franco».

			La ley establecía que «en cualquier momento» podía el jefe del Estado «proponer a las Cortes la persona que estime deba ser llamada en su día a sucederle, a título de Rey o de Regente». Hasta 1969 Franco no propuso a las Cortes la designación como sucesor a título de rey del príncipe Juan Carlos de Borbón, hijo de don Juan de Borbón, en el que Alfonso XIII había abdicado el 15 de enero de 1941. Con esta decisión, Franco quiso dejar bien claro que no se restauraría la monarquía derribada en 1931; don Juan Carlos no accedía a la corona por ser el príncipe de Asturias, sino por ser el primer rey de una nueva dinastía, pues no se trataba de una instauración sino de una restauración. Don Juan Carlos se saltaba el orden dinástico de sucesión. Desde antes de la muerte del dictador, don Juan Carlos había manifestado su propósito de conducir a España hacia la democracia. En su discurso de proclamación ante las Cortes del régimen, el rey Juan Carlos tuvo que hacer encaje de bolillos. Con el cadáver de Franco aún caliente, tenía que tranquilizar a los sectores más intransigentes de que no se tiraría por la borda lo que consideraban «el legado de jefe del Estado», a los reformistas de dentro y fuera de las instituciones de que era posible llegar a una democracia, y a los partidos partidarios de la ruptura que valoraran que «hoy comienza una nueva etapa de la historia de España. Esta etapa, que hemos de recorrer juntos, se inicia en la paz, el trabajo y la prosperidad, fruto del esfuerzo común y de la decidida voluntad colectiva». Dos años después, el rey pudo cumplir con la misión que se había propuesto de conducir a España a una democracia plena.

			El 22 de julio de 1977, tras la celebración de las primeras elecciones democráticas del 15 de junio, tuvo lugar la solemne apertura de las Cortes Generales. El rey, en su discurso ante el Congreso y el Senado, habló de la necesidad de elaborar una constitución democrática, como expresión de la voluntad soberana del pueblo español. De modo que el propio rey dio carácter constituyente a las Cortes. Eso significaba que el dilema monarquía/república estaría presente.

			Unas Cortes Constituyentes no tienen límites y, por tanto, el rey corría el riesgo de que la monarquía fuese cuestionada. Se dice que la Constitución fue una continuidad del franquismo y que los partidos de izquierda se plegaron a la presión del Ejército, la Iglesia, la banca y los grandes empresarios. La falsedad de este intento lo demuestra el debate del artículo 1.3 del proyecto de la Constitución que establece que «la forma política del Estado español es la monarquía parlamentaria». El dilema monarquía/república estuvo muy presente en el debate constitucional por voluntad de los representantes del pueblo español.

			Si en las elecciones generales de 15 de junio de 1977 los resultados de UCD y PSOE hubieran sido inversos, es decir, 118 diputados el partido centrista y 165 el socialista, la suerte de España hubiera sido muy diferente6. Con toda probabilidad, el rey Juan Carlos hubiera salido del Palacio de la Zarzuela. Se cumpliría así la profecía socarrona que auguraba que el joven monarca pasaría a la historia como Juan I el Breve. Bromas aparte, nada podía hacerse sin contar con la UCD de Adolfo Suárez ni en el Congreso y menos aún en el Senado, la Cámara Alta que, conforme a la Ley para la Reforma Política de 1976, refrendada por una aplastante mayoría del pueblo español, tenía las mismas facultades que el Congreso a la hora de aprobar la Constitución y antes de someterla a referéndum.

			El dilema monarquía/república estuvo muy presente en el debate constitucional. Hubo algunas enmiendas al proyecto de constitución, aprobado por la Comisión de Asuntos Constitucionales y Libertades Públicas, que proponían que el artículo 1.3 en lugar de decir que la forma política del Estado español es «la monarquía parlamentaria», dijera «república parlamentaria». La incógnita estaría en la postura del PSOE y del PSC. Los socialistas catalanes habían concurrido a las elecciones como partido independiente. En el debate del artículo 1, el PSOE anunció que presentaría un voto particular sobre el título II, regulador de la Corona. Hubo por ello una gran expectación en la sesión del Congreso del 4 de junio de 1978, en la que se debatió el referido voto particular, cuya finalidad era suprimir la monarquía parlamentaria. Aunque, parafraseando el famoso proverbio latino «suave in modo, fortiter in re», la sesión se celebró en un tono de moderación y respeto, que no impidió plantear el dilema con profundidad.

			El 4 de junio de 1978 se celebró una maratoniana sesión dedicada exclusivamente al debate y votación de las enmiendas presentadas en defensa de la república. Lógicamente era el voto particular presentado por el PSOE nacional y el PSC catalán el que había generado mayor expectación. Los socialistas se habían abstenido en la Comisión de Asuntos Constitucionales cuando se sometió a votación el artículo 1.3, alegando que se remitían al voto particular que defenderían en el pleno del Congreso cuando se debatiera el título II, regulador de la Corona. Fue el ideólogo más a la izquierda del PSOE, Luis Gómez

			Llorente, el que subió a la tribuna de oradores. Comenzó su intervención expresando el honor que sentía por la encomienda de todos los miembros de su grupo parlamentario, consistente en leer un «discurso» de ensalzamiento de la república y denigración de la monarquía parlamentaria, sobre todo a partir de la restauración de Alfonso XII y hasta la precipitada huida de Alfonso XIII del Palacio Real el 14 de abril de 1931 tras el discutible triunfo del PSOE y de los diminutos partidos revolucionarios en unas elecciones municipales que se conjuraron en el Pacto de San Sebastián de 17 de agosto de 1930 para derribar por la violencia una monarquía. No obstante, por respeto a don Juan Carlos, los socialistas no entraron «en el análisis y ejemplos de los reyes de otro tiempo». El discurso dio un giro para dedicar una buena parte de su extensión a demostrar que, desde la fundación del PSOE por Pablo Iglesias en 1888, se había producido paulatinamente la identificación entre el socialismo y la república. La Corona cayó por sus propios errores y por no poder demostrar la compatibilidad entre la monarquía y la democracia, como se puso de manifiesto al apadrinar al general Primo de Rivera en el golpe de Estado de 19247. Por todo ello, Gómez Layana concluyó: «Ved, señorías, que en España la libertad y la democracia llegaron a tener un solo nombre: “¡República!”». Sin embargo, en el proceso constituyente, volvió a brillar el posibilismo socialista. Felipe González y los suyos eran conscientes de que en diciembre de 1976 el pueblo español había refrendado de forma contundente la Ley para la Reforma Política, ratificando que fuera el rey Juan Carlos el artífice del tránsito pacífico de España a la democracia. Quedaba claro que la Corona y la democracia no eran incompatibles. No era fácil la salida del entuerto, pero Felipe González la encontró:

			Si en la actualidad el Partido Socialista no se empeña como causa central y prioritaria de su hacer en cambiar la forma de gobierno, es en tanto en cuanto puede albergar razonables esperanzas en que sean compatibles la Corona y la democracia, en que la monarquía se asiente y se imbrique como pieza de una constitución que sea susceptible de un uso alternativo por los Gobiernos de derecha o de izquierda que el pueblo determine a través del voto y que viabilice la autonomía de las nacionalidades y las regiones que integran el Estado8. Pero a la hora en que estamos, y estando por el trance constituyente determinados a definirnos, hemos expuesto nuestros motivos de diversa índole para mantener nuestro voto particular. Finalmente, señoras y señores diputados, una afirmación que es un serio compromiso. Nosotros aceptamos como válido lo que resulte en este punto del Parlamento constituyente. No vamos a cuestionar el conjunto de la constitución por esto. Acatamos democráticamente la ley de la mayoría. Si democráticamente se establece la monarquía, en tanto sea constitucional, nos consideramos compatibles con ella.

			El rey Juan Carlos podía sentirse satisfecho. La abstención del PSOE en realidad podía interpretarse como un apoyo a la monarquía parlamentaria como forma de gobierno.

			La soberanía, la unidad nacional y la cuestión de las nacionalidades. El Estado de las autonomías

			Antecedentes históricos

			España es una vieja nación. Soy consciente de que para muchos esa afirmación es un sacrilegio histórico porque las naciones, tal y como las conocemos nosotros, saltaron a la historia hace 500 años. Pero sí está probado que los romanos llegaron a España, a la que llamaron Hispania, en el siglo ii antes de Cristo. El año 19 antes de Cristo, en Roma concluyó la conquista de Hispania. Hispanos fueron todos sus habitantes. Nos legaron la lengua, el derecho, la cultura y la religión. Disfrutamos de casi cuatro siglos de paz. Hubo dos emperadores procedentes de Hispania: Trajano y Publio Elio Adriano. Hubo literatos y filósofos como Séneca y Lucano. 
Y los romanos nos dejaron un legado impresionante en el terreno del urbanismo y la arquitectura, demostrando que la calidad de vida de sus ciudades y villas era compatible con la belleza de sus templos y edificios civiles. En toda España. Se mire por donde se mire.

			Luego los bárbaros invadieron Hispania. Llegaron primero los vándalos, suevos y alanos, que acabaron absorbidos. En 409 d. C. los visigodos comenzaron la conquista de Hispania, que culminaron el año 476. Los visigodos eran arrianos, mientras que los hispanos eran fieles a la Iglesia de Roma. En ese tiempo se celebraron varios concilios que reconocieron al arzobispo de Toledo como primado de la Iglesia hispana. En el año 585, el rey Leovigildo instaló su capital en Toledo y, en el año 589, el rey visigodo Recaredo abjuró del arrianismo y reconoció al papa de Roma, convirtiéndose al catolicismo. Este gesto fue uno de los más importantes de nuestra historia, pues permitió la fusión de hispanos y visigodos, con el reconocimiento al mismo tiempo de instituciones políticas comunes.

			Todo cambió cuando en el 701 los musulmanes invadieron España. Ese mismo año derrotaron a don Rodrigo, el último rey visigodo, en la batalla del Guadalete y en diez años se apoderaron de la práctica totalidad de la península ibérica, a la que llamaron al-Ándalus. Los cristianos tardaron ocho siglos en culminar la gran tarea de la Reconquista. No se piense que durante los ocho siglos los cristianos formaron un frente compacto, dotado de un mando único, para expulsar a los invasores. A su vez, los musulmanes también demostraron una gran tendencia a la división. Crearon el emirato de Córdoba, sujeto al califato de Bagdad. En el año 929, el emir Abderramán III se proclamó califa de Córdoba. A su muerte el califato se desintegraría y surgirían los reinos de taifas. En 1090, los almorávides, una tribu árabe bereber del desierto del Sahara y del sur de Marruecos, invadieron la península para proteger a las taifas, que eran incapaces de frenar el avance de los cristianos. Otra tribu del norte de Marruecos, en 1147, sometió a los almorávides por su tibieza frente a los infieles. Su objetivo era conquistar Toledo, que le abría el paso al corazón de los reinos cristianos. El arzobispo navarro Jiménez de Rada secundó eficazmente la predicación de la cruzada decretada por el papa Inocencio III instando a acudir a defenderla a los reyes de Castilla, Aragón y Navarra. Los reinos comprometidos contrataron a caballeros mercenarios sobre todo del sur de Francia, que fueron obligados a regresar a sus destinos cuando se comprobó que se proponían asaltar Toledo a sangre y fuego. Al frente de las tropas cristianas se hallaba Alfonso VIII de Castilla, que había sido derrotado por los almohades en la batalla de Alarcos en 1195, pero el califa Yusuf I no supo aprovecharse de su victoria. En julio de 1212, otro gran ejército bajo el mando de su hijo, Yusuf II, intentó lanzarse sobre Toledo y a punto estuvo de conseguirlo de no ser por la inteligencia y el arrojo del ejército cristiano, y en especial de todos sus monarcas: Alfonso VIII de Castilla, Pedro II de Aragón y Sancho VII el Fuerte, de Navarra. El Miramamolín tuvo que huir a uña de caballo. Hubo ausencias significativas: Alfonso IX de León y Alfonso II de Portugal9.

			Debe quedar claro que el derecho internacional no ampara la reivindicación de bienes muebles o inmuebles que hubieran sido de titularidad musulmana. Las normas internacionales, como los principales tratados, tales como la Convención de la UNESCO de 1970 o la Convención UNIDROIT de 1995, solo se aplican a expolios confirmados ocurridos tras su entrada en vigor y no a procesos históricos como la Reconquista. Por otra parte, una confesión religiosa no puede equipararse a un Estado y durante el tiempo que duró la presencia musulmana no existía ninguno de los Estados que hipotéticamente podrían formular una reivindicación territorial. Por otra parte, no se olvide que todos los edificios fueron mantenidos y ampliados por los poderes públicos españoles y por la Iglesia católica. España tiene plena soberanía sobre los territorios y ninguno de ellos tiene, con base en razones religiosas, derecho de autodeterminación.

			Frente al dominio musulmán

			La resistencia surgió en las zonas pirenaicas y de la costa cantábrica. Eran pequeños núcleos que peleaban por separado, sin conexión entre sí, y que darían lugar a la creación de reinos, principados y señoríos.

			Al inicio del siglo xi, se había consolidado el reino de León, que incluía el reino de las Asturias, el de Pamplona, los condados de Sobrarbe y Ribagorza, estos dos últimos pertenecientes a la Marca Hispánica carolingia. El condado de Barcelona se impuso a una serie de condados en el territorio de la actual Cataluña. El condado de Aragón, creado en el año 800 por el emperador Carlomagno, incluía los condados de Sobrarbe y Ribagorza, que darían lugar al reino de Aragón en 1035 y, más tarde, a la corona de Aragón, tras la unión del reino con el condado de Barcelona en 1137.

			Fernán González, conde de Castilla por herencia, era a su vez rey de León. A partir de ese momento, en la península ibérica había cuatro coronas cristianas: Castilla, Aragón, Navarra y Portugal. La independencia del condado portugués se produjo cuando el papa Alejandro XIII, en 1179, reconoció el derecho de los portugueses a convertiste en reino, bajo la corona de Alfonso Henríquez.

			El señorío de Vizcaya

			Se vinculó definitivamente a la corona de Castilla en 1339, cuando el rey Juan I de Castilla heredó el señorío. En 1200 se produjo la «voluntaria entrega» de las provincias de Álava y Guipúzcoa al rey Alfonso VIII de Castilla. Las Cortes de Navarra lo proclamaron rey. Además de rey y señor natural, se consideraba propietario de la corona navarra y así se titula en su testamento y se consideraba propietario del reino de navarro y como tal se define en su testamento otorgado en enero de 22 de enero de 1516. Por su parte, en la época moderna, las Provincias Vascongadas pertenecían a la monarquía española, aunque por separado y sin formar una unión política. En la Edad Media —salvo Vitoria y San Sebastián, fundadas por el rey navarro Sancho VI el Sabio, que permanecieron bajo la lealtad de su fundador apenas veinte años—, los reyes de Castilla fundaron numerosas villas en sus territorios vascos. Una de las primeras decisiones de las Juntas Generales en 1979 fue la de borrar toda huella secular de la inserción de los vascos en las empresas europeas y americanas de la monarquía española, y entre ellos la expresión «villa», con la que se identifican numerosos pueblos.

			Incorporación del reino de Navarra a la corona de Castilla (1515)

			Tras la ocupación en 1512 por Fernando II el Católico, el papa Julio II destronó a Catalina de Foix y Juan de Albret, rey consorte, después de declararlos herejes y cismáticos, lo que legitimaba la conquista del reino navarro por el monarca aragonés. Las Cortes de Navarra proclamaron rey y señor natural, en 1513, a Fernando II el Católico. Dos años después, en 1516, compareció ante las Cortes de Burgos para anunciarles que, en su condición de rey propietario del reino navarro, había decidido incorporar a Navarra a «estos mis reinos de León, de Castilla, de Granada», manteniendo su condición de reino separado. Muerto el Rey Católico, el futuro emperador Carlos V, que se encontraba en Gante (Bruselas), ante los embajadores enviados por las Cortes navarras, juró los fueros del reino y añadió a la fórmula del juramento que Navarra sería respetada siempre como «reino de por sí». En 1735, la Novísima Recopilación de las Leyes del Reino de Navarra reconoce que la de Navarra y Castilla fue una «unión aunque principal, conservando cada uno su naturaleza antigua así en leyes, como en territorio y gobierno».

			Nacimiento de la monarquía española

			Puede afirmarse que desde el momento en que la reina Juana la Loca, hija de Isabel I de Castilla, a la muerte en 1516 de su padre, Fernando II de Aragón y de Navarra, se ciñó las tres coronas, nace la monarquía española. Confinada en Tordesillas por decisión de Fernando el Católico, por su supuesta locura, a la muerte de su abuelo, era reina de Castilla por haber sucedido en el trono castellano a la muerte de la reina Isabel de Castilla en 1504. Su hijo Carlos de Austria y Trastámara se hallaba en Flandes y, desde que conoció la muerte de su augusta madre, comenzó a tomar decisiones sobre asuntos de Estado a título de rey, obligado por la supuesta enfermedad mental de su madre. Ya en España, el rey Carlos de Austria fue proclamado rey de Aragón, que había absorbido los condados de Sobrarbe y Ribagorza, en las Cortes de Zaragoza el año 1518. En 1519 reconocieron a Juana la Loca como reina de Aragón. Asimismo, en las Cortes del Principado de Cataluña en 1520, el emperador Carlos V fue proclamado conde de Barcelona y, por tanto, soberano legítimo del principado. El mismo año, las Cortes del reino valenciano, reunidas en Monzón, lo proclamaron rey de Valencia. Y finalmente, en las Cortes de Palma en 1521, fue proclamado rey de Mallorca, lo que incluía a todo el archipiélago balear.

			Faltaba el reino de Navarra. Fue en 1521 cuando las Cortes navarras, ratificando el juramento prestado ante los embajadores navarros en Flandes en 1516, lo proclamaron rey de Navarra en la catedral de Pamplona en una ceremonia celebrada conforme al ritual establecido en el Fuero Antiguo, que figuraba al inicio del Fuero General de Navarra, recopilado en 1234, durante el reinado de Teobaldo I de Champagne.

			La pertenencia a la monarquía común, que respetaba la diversidad de todos sus reinos, estrechará los vínculos políticos, culturales, económicos y sociales de los españoles. También el hecho de formar parte del imperio más poderoso de aquella época. La diversidad de reinos no es obstáculo para que todos sus naturales se sientan españoles.

			Lamentablemente, la extinción de la dinastía de Austria en 1700 puso punto final a la monarquía imperial española. La entronización del duque de Anjou, Felipe V, nieto de Luis XIV, y la consolidación de los Borbones llevaron consigo la implantación de una monarquía absolutista y centralizada y, por tanto, contraria al verdadero ser de España. En el siglo xix, la lucha contra Napoleón provocará una explosión de españolismo. Mientras en toda España el pueblo luchaba contra el invasor, Cádiz resistía como la única ciudad que aún no había caído a manos de las tropas francesas, después de que Carlos IV y su hijo protagonizaran sus bochornosas abdicaciones, que convertirían al emperador en dueño y señor de España, como demostró nombrando rey de España y de las Indias a su hermano, que reinó como José I.

			La Constitución de Cádiz (1812)

			Esta institución, denominada Junta Central Gubernativa, había sido elegida por las Juntas Provinciales que habían proliferado en toda España para luchar contra los franceses y convocó en 1810 a las Cortes españolas reunidas en Cádiz, única capital española que resistía el asedio francés. La Junta comenzó a actuar en nombre de Fernando VII, pero como depositaria de la soberanía nacional. Como acabamos de decir, la Junta convocó elecciones a las Cortes, en las que, en aquellas circunstancias, los diputados tenían escasa representación. No obstante, los elegidos decidieron transformarse en una asamblea constituyente, donde predominaban los liberales progresistas. El resultado fue la elaboración de una constitución de corte liberal inspirada en el modelo francés. Las Cortes ejercerían el poder legislativo, mientras que el poder ejecutivo se atribuía al rey. La mirada puesta en Francia tuvo un efecto nefasto. La nación quedaría sustentada en un Estado fuertemente centralista. La organización del Estado era uniforme en todas las provincias del reino. Al frente de ellas estaría una diputación provincial, presidida por el jefe político nombrado por el Gobierno. Por poner un ejemplo, el virreinato de México quedó sustituido por un «jefe político», nombrado por el rey, que ejercía la presidencia de la diputación provincial, elegida por sufragio censitario. En todo el reino serían de aplicación el código civil y criminal, así como el código de comercio. Hay un precepto de la Constitución gaditana que llama la atención. Se trata del artículo 6: «El amor de la patria es una de las principales obligaciones de todos los españoles, y asimismo el ser justos y benéficos». Seguramente, el autor de este artículo era un soñador.

			

			El triunfo de la revolución liberal

			En 1833 falleció Fernando VII. La nación se dividió en carlistas y liberales. Estos últimos dieron los primeros pasos para la restauración de la Constitución gaditana. En agosto de 1836, la reina regente, María Cristina de Borbón, madre de Isabel II, se encontraba en el Palacio de la Granja de San Ildefonso (Segovia) huyendo de los calores veraniegos de Madrid. Al atardecer del 12 de agosto, la reina estaba disfrutando de una obra de teatro en el teatro del palacio, cuando un grupo de sargentos de su guardia personal irrumpió en el palco real, la sacó con violencia del teatro y la obligó a restaurar la Constitución de 1812. Al día siguiente, bajo coacción, la reina firmó el real decreto por el que se restauraba la Constitución, que fue publicada el 18 de agosto en la Gaceta de Madrid. En octubre de ese mismo año, se celebraron elecciones constituyentes que en 1837 aprobaron una constitución de signo «progresista».

			Tras el fracaso de la etapa de los espadones, los generales Narváez y O’Donnell, se produjo una gran agitación política que culminó en la revolución de la Gloriosa. Isabel II se vio obligada a abandonar el trono, exiliándose en París. Al tiempo de la salida de la reina de España, el general Prim, héroe de la guerra de Marruecos que se había hecho con el poder, exclamó: «Aquí cayeron los Borbones para siempre». Inmediatamente se puso a buscar un rey en las cortes europeas. Por fin se decantó por el príncipe Amadeo de Saboya, hermano de la dinastía de los Saboya. El Congreso votó favorablemente su propuesta y, cuando salió de la cámara por una puerta que daba a la calle del Moro (actual Marqués de Cubas), sufrió un atentado de un grupo de pistoleros. Parecía que las heridas no eran mortales y se instaló en el Palacio de Buenavista, sede del Ministerio de la Guerra. Investigaciones posteriores llegaron a la conclusión de que había muerto asfixiado. Amadeo de Saboya llegó a España días después y el Congreso le proclamó rey. Dos años después, Amadeo de Saboya abdicó. Inmediatamente se proclamó la República, que fracasó, y el general Serrano se convirtió en dictador.

			Al mismo tiempo, desde 1872, es cuando Carlos VII dio comienzo a la tercera guerra civil. En 1874 las posibilidades del mítico monarca carlista eran inciertas. Pero fue entonces cuando en Sagunto el general Martínez Campos se sublevó y proclamó rey a Alfonso XII, hijo de Isabel II. El muñidor político del pronunciamiento fue Antonio Cánovas del Castillo. En 1876, Carlos VII se vio obligado a pasar a Francia, con numerosos voluntarios que lo acompañaron al exilio.

			El régimen de la Restauración

			En 1876 se aprobó un nueva constitución que establecía una monarquía parlamentaria. Así dio comienzo el régimen de la Restauración. Para su consolidación, el conservador Cánovas del Castillo pactó con el liberal progresista Práxedes Mateo-Sagasta turnarse cada dos años en el poder. El pacto saltó por los aires cuando un  anarquista italiano lo asesinó en 1897 cuando tomaba las aguas en el Balneario de Santa Águeda en Mondragón (Guipúzcoa).

			A partir de entonces el problema social pasó a la primera fila de las preocupaciones de la reina María Cristina de Habsburgo-Lorena. La Semana Trágica de Barcelona entre el 26 de julio y el 2 de agosto fue una mezcla de protesta social, movimiento obrero anticapitalista, revuelta anticlerical y conflicto obrero. La Revolución Industrial de finales del siglo xix desembocó en un capitalismo explotador. Socialistas, anarquistas y republicanos declararon una huelga general revolucionaria. Ardieron numerosos conventos e iglesias. El Gobierno, presidido por el duque de Maura, conservador, sacó al ejército a las calles para restablecer el orden, que se enfrentó a los huelguistas con gran violencia. Murieron entre ocho y doce militares y miembros de las fuerzas del orden, alrededor de 120 revolucionarios, con 500 heridos. Se detuvo a 1400 personas y se fusiló en el Castillo de Montjuïc a cinco personas, entre ellas a Francesc Ferrer, condenadas por un consejo de guerra. No está claro que este último hubiera sido el cabecilla de las revueltas y al parecer tuvo más de escarmiento por razones políticas. La represión provocó la caída del duque de Maura.

			Al mismo tiempo se produjeron en Cataluña movimientos nacionalistas como la Renaixença, Centre Català, Unió Catalanista y Partit Nacionalista Català. Ninguno de ellos se consolidó y desaparecieron. En 1903, surgió la Lliga Regionalista, fundada por Enric Prat de la Riba y Francesc Cambó. Eran políticos conservadores. A la muerte de Prat de la Riba en 1917, Cambó tomó las riendas del partido conservador catalán. Cambó era partidario de llegar a un entendimiento con Madrid, para ir ganando posiciones como fruto de esa colaboración, que llevó a Cambó a formar parte de Gobiernos de Alfonso XII. La primera institución catalana fue la Mancomunidad de Cataluña (1917-1925). El éxito electoral de Cambó se marchitó a causa de la dictadura de Primo de Rivera (1924-1930). En las elecciones constituyentes de 1931, Cambó no fue elegido diputado de las Cortes Constituyentes, y su partido fue derrotado por Francesc Macià, fundador de Esquerra Republicana de Catalunya. El 14 de abril de 1931, Macià proclamó el «Estat Català» dentro de «la Federación de Repúblicas Ibéricas».

			Cortes Constituyentes. Preguntas con respuesta

			Preguntas con respuesta

			Los constituyentes de 1978 se enfrentarán a cuestiones extremadamente delicadas. ¿Quién es el titular de la soberanía? ¿Es España una nación? ¿Existen nacionalidades en España? Si las hay, ¿habría de reconocérseles el derecho a la autodeterminación y, por tanto, a la secesión?

			De nuevo funciona el consenso. Hay una coincidencia fundamental en el rechazo al Estado centralista, que no es poco. A partir de ahí se despejan las incógnitas.

			En primer lugar, el sujeto del poder constituyente es España y no los pueblos de España o del Estado español. Es España la que se constituye en Estado social y democrático de derecho. Es España la que proclama como valores superiores de su ordenamiento la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo jurídico.

			Y, como consecuencia de todo ello, el titular de la soberanía nacional es el pueblo español, del que emanan todos los poderes del Estado. Quiere esto decir que la soberanía es única y surge del pueblo español en su conjunto y no de la cesión de soberanía de los territorios que integran España. Las fórmulas de soberanía compartida no tienen cabida en la Constitución. Tampoco el federalismo. El momento constituyente no fue el punto cero para la fundación de un nuevo Estado como consecuencia de la cesión de la soberanía de los Estados miembros. La Constitución es fruto de la voluntad democráticamente expresada del pueblo español.

			El pacto constitucional

			El pacto constitucional también resuelve otra de las cuestiones más trascendentales. España es una nación. Más aún, es la propia Constitución la que se fundamenta en la unidad indisoluble de la nación española, como patria común e indivisible de todos los españoles. No cabe mayor claridad ni mayor rotundidad. En consecuencia, ninguno de los pueblos que integran la nación española tiene derecho a la autodeterminación.

			La Constitución, sin embargo, reconoce la existencia en España de nacionalidades y regiones. Aquí el debate fue más intenso. 
El viejo principio de las nacionalidades planeaba sobre los constituyentes. «Toda nacionalidad tiene derecho a convertirse en Estado independiente», había proclamado en la segunda mitad del siglo xix el italiano Giuseppe Mazzini, y el mapa europeo surgido de las viejas monarquías se hizo trizas. ¿No era, pues, contradictorio reconocer la existencia de nacionalidades para a renglón seguido proclamar la unidad de España como nación? En las Cortes, los miembros de la minoría catalana, encabezados por Jordi Pujol, que fue el primer presidente de la Generalidad elegido democráticamente y que desempeñó su cargo durante dos décadas (1980-2003), trataron de superar dicha contradicción afirmando que España es de manera indiscutible una nación, pero añadiendo que era una «nación de naciones», concepto innovador que no resolvía la contradicción.

			Unidad nacional y autonomía

			La unidad de España y la autonomía constituyen el anverso y el reverso de la misma moneda. Es, sin duda, el reconocimiento de la realidad plural de España, que no es lo mismo que la consideración de España como un mero Estado plurinacional.

			Por otra parte, a la hora de ejercer el derecho a la autonomía, la Constitución no estableció ninguna distinción entre nacionalidades y regiones. Todas ellas pudieron acceder al autogobierno mediante la conversión, previo cumplimiento de los trámites constitucionales, en comunidades autónomas.

			España es, pues, una nación. Pero es una nación plural. En ella el poder político se distribuye entre el Estado central y las comunidades autónomas. Se alumbra, por tanto, un Estado compuesto, el Estado de las autonomías, sin duda una de las singularidades más relevantes de la Constitución española.

			Hoy España, desde el punto de vista territorial, se divide en dieciséis comunidades autónomas, una comunidad foral y dos ciudades dotadas de estatuto de autonomía. Solo dejaré constancia de un dato revelador. En estos momentos, de cada diez funcionarios españoles, dos pertenecen a la Administración del Estado —incluyendo entre ellos los miembros de las fuerzas armadas y los cuerpos policiales— y el resto se distribuyen entre las comunidades autónomas y los municipios. España es, por tanto, desde el punto de vista político uno de los Estados más descentralizados del mundo.

			Los símbolos nacionales

			La II República sustituyó la bandera española, roja y gualda, utilizada desde el reinado de Carlos III en el siglo xviii, por otra roja, amarilla y morada.

			En las conversaciones llevadas a cabo por el Gobierno de Adolfo Suárez y que condujeron a la legalización del PC, los comunistas se comprometieron a respetar la bandera, la forma monárquica y la unidad de España.

			El Partido Comunista cumplió su palabra. Y durante el debate constituyente no se hizo cuestión de la continuidad de los símbolos anteriores, aunque una ley de 1981 introdujo ciertas modificaciones en el escudo nacional. Esta es la razón por la que la bandera constitucional, que incorpora el escudo, es distinta de la bandera utilizada durante el régimen de Franco.

			La pluralidad lingüística

			En España, además del castellano —llamado también español, por ser el idioma común de los españoles y el oficial del Estado—, existen otras lenguas propias de ciertas comunidades. Es el caso del catalán, del gallego y del vascuence. En contraste con lo ocurrido en el régimen de Franco, que estableció coercitivamente el monolingüismo castellano en la enseñanza y en la Administración, la Constitución determina que las demás lenguas españolas serán también oficiales en sus respectivas comunidades autónomas de acuerdo con sus respectivos estatutos. El gallego en Galicia, el catalán en Cataluña y Baleares, el valenciano en el antiguo reino de Valencia y el vascuence en el País Vasco y en la zona norte de Navarra, son idiomas cooficiales.

			El papel de las fuerzas armadas

			A lo largo de los dos últimos siglos, el Ejército desempeñó un papel protagonista en la vida política española mediante pronunciamientos y sublevaciones y haciendo uso de la fuerza al margen de la obediencia debida al poder civil. Altos mandos del ejército creían ser «la columna vertebral de la patria», lo que les daba legitimación para convertirse a su libre albedrío en un poder autónomo y, mediante asonadas y pronunciamientos, asumir la dirección de la política en el interior y el exterior. En mi opinión, solo en el caso de que el gobernante pretenda implantar un régimen totalitario, comunista o fascista, violando la Constitución, con supresión violenta de los derechos y libertades de los ciudadanos, el ejército estaría legitimado para intervenir con la única misión de restablecer y garantizar la libertad. Sé que este es un asunto muy delicado, pero el poder democrático obtenido en las urnas no puede ser utilizado para implantar regímenes populistas totalitarios.

			La Constitución delimita claramente el papel de las fuerzas armadas, a las que atribuye la misión de garantizar la soberanía e independencia de España, la defensa de su integridad territorial y el ordenamiento constitucional. El rey asume el mando supremo de las fuerzas armadas, una función constitucional que sería clave para sofocar el golpe de Estado protagonizado por un grupo de militares, el 23 de febrero de 1981, que llegó a secuestrar al Gobierno en pleno y al Congreso de los Diputados.

			

			No obstante, al Gobierno de la nación le corresponde dirigir la política y la Administración militar. La supeditación del ejército al poder civil está plenamente consagrada en la Constitución.

			Las fuerzas armadas españolas cumplen hoy con total profesionalidad su misión constitucional. El recelo que pudo existir en el pasado como consecuencia de la implicación política del ejército ha dejado paso a un creciente respeto y admiración de los españoles por el papel desempeñado por las fuerzas armadas en misiones de paz para dar cumplimiento a los compromisos de España ante la comunidad internacional.

			La confesionalidad del Estado

			Durante el régimen de Franco, la religión católica era la oficial del Estado. Esta situación contrastaba con las restricciones impuestas a la Iglesia católica por la Constitución de la II República, a pesar de garantizar en principio el derecho de profesar y practicar libremente cualquier religión.

			Los constituyentes evitaron aplicar la ley del péndulo y buscaron una fórmula plenamente respetuosa con el principio de libertad religiosa. Trasplantaron de la Constitución de la República algunos de sus preceptos, aunque suprimieron las limitaciones a la práctica pública del culto; rechazaron la confesionalidad del Estado y reconocieron el papel de la Iglesia católica y de las demás confesiones al encomendar a los poderes públicos el deber de tener en cuenta las creencias religiosas de la sociedad española y mantener las consiguientes relaciones de cooperación con aquellas.

			Esta última mención provocó reticencias en los sectores de izquierda, que finalmente acabaron por aceptarla.

			La libertad de enseñanza

			Fue otro de los caballos de batalla del debate constituyente. La redacción inicial dada a este precepto motivó la retirada temporal del ponente socialista de la ponencia constitucional. Los partidos de izquierda querían una escuela única y laica. El centro y la derecha reclamaban el reconocimiento de la libertad de enseñanza y, por tanto, del derecho de la iniciativa privada a crear y dirigir centros educativos. Además, se pretendía garantizar la posibilidad de que los colegios privados pudieran recibir ayudas públicas. La redacción final de este precepto no satisfizo en su momento a nadie, pero lo cierto es que los temores de quienes creían que la libertad de enseñanza tenía en España los días contados eran manifiestamente infundados. En la actualidad, una excelente escuela pública coexiste en España con la enseñanza privada. Además, los colegios privados pueden ser subvencionados por los poderes públicos en la medida en que cumplan con los requisitos establecidos por las leyes educativas. No obstante, en los últimos tiempos, so pretexto de garantizar la igualdad de todos, se trata de desviar a los estudiantes hacia los centros públicos, asfixiando a los centros privados concertados, a los que se prohíbe crear nuevas plazas.

			Merece especial mención el reconocimiento del derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones. Precepto que permite la enseñanza de la religión en las escuelas, sean públicas o privadas.

			Finalmente, la discusión acalorada de este precepto para dejar bien sentado que el derecho a crear centros educativos lleva implícito el derecho a ser dirigidos por sus promotores se resolvió en el marco del consenso al introducir un nuevo precepto según el cual todo el capítulo de libertades y derechos fundamentales debería ser interpretado conforme a «la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España». Y puesto que tales pactos garantizan con toda claridad la libertad de crear y dirigir centros de enseñanza, está fuera de discusión que los defensores de este derecho fundamental lograron su plena constitucionalidad.

			El modelo socioeconómico

			Conviene recordar que cuando se elaboró la Constitución persistían en el mundo dos modelos económicos claramente enfrentados, el capitalista o de libre mercado y el comunista o de economía intervenida y planificada por el Estado, con atribución a este de la propiedad de los medios de producción. Y hay que decir también que en el momento constituyente el Partido Socialista Obrero Español todavía no había acordado la renuncia al marxismo y su conversión en un partido socialdemócrata.

			La Constitución española ofrece en este terreno una cierta dosis de ambigüedad. Es verdad que con sus preceptos en la mano no podría establecerse un régimen colectivista, pues se proclama sin lugar a dudas el reconocimiento de la propiedad privada y de la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Pero no es menos cierto que, al mismo tiempo, se faculta al Estado para utilizar resortes intervencionistas, incluida la planificación, una palabra que estaba de moda en aquella época.

			Rodríguez Zapatero, el precursor de la revolución «sanchista». Las pretendidas reformas de Rodríguez Zapatero

			El 17 de abril de 2004, José Luis Rodríguez Zapatero juró su cargo de presidente del Gobierno ante el rey Juan Carlos I. Había derrotado a Mariano Rajoy, candidato del Partido Popular, tres días después del atentado terrorista del 11-M. Tenía 164 escaños socialistas y salió elegido presidente por 183 votos a favor de Izquierda Unida (5), ER (8), Coalición Canaria (3), BNG (2) y Chunta Aragonesista (1). El PP votó en contra (148) y se abstuvieron CiU (10), PNV (9), Eusko Alkartasuna (1) y Nafarroa Bai (1)10.

			Hasta entonces, nadie había planteado la necesidad de reformar la Constitución. El presidente del Gobierno, José Luis Rodríguez Zapatero, en su discurso de investidura anunció su intención de proceder a una serie de reformas constitucionales. Su propuesta, además de modificar los preceptos relativos a la sucesión a la Corona para suprimir la discriminación de la mujer, propuso denominar por su nombre en el título preliminar a cada una de las comunidades autónomas, así como mencionar de forma expresa a la futura Constitución europea (proyecto que fracasó) y reformar el Senado para convertirlo en una auténtica cámara de representación territorial. Zapatero apelaba al consenso para introducir tales reformas y, consciente de la dificultad de llevarlas a cabo, solicitó un informe al Consejo de Estado. El alto órgano consultivo del Gobierno emitió su dictamen el 16 de febrero de 2006. En él se aprobaban como viables la reforma del Senado (aunque compleja), la igualdad en la sucesión a la Corona, la inclusión del nombre de las comunidades autónomas y de la pertenencia a la Unión Europea y la modernización de algunos valores constitucionales. Sin embargo, formulaba una serie de recomendaciones y advertencias: la reforma del Senado requería un alto grado de consenso político y cuidado institucional; algunas reformas (como la sucesión a la Corona) exigían seguir el procedimiento de revisión agravada (art. 168), que es más complejo y requiere disolución de las Cortes y al que nos referiremos más adelante. Rechazaba, asimismo, abrir un proceso constituyente o reformas amplias sin una base política sólida y acuerdo social. A la vista del dictamen del alto órgano consultivo del Gobierno, Zapatero no volvió a hablar de sus reformas constitucionales.

			Lo que no podía imaginar es que él mismo había abierto la caja de Pandora en 2003. Aquel año, publiqué un libro titulado ¿Jaque a la Constitución? Este fue mi pronóstico sobre lo que estaba por llegar: 

			A la vista de lo que está por venir, presiento que Cataluña lleva camino de convertirse en un nuevo problema. Durante los primeros años de la Transición a la democracia, las ciudades catalanas fueron testigos de manifestaciones gigantescas en reivindicación de «libertad, amnistía y estatuto de autonomía». El restablecimiento de la Generalidad en la figura de Josep Tarradellas provocó el delirio de la población catalana. En esta ocasión, las masas no se han lanzado a la calle ni para defender el soberanismo de Convergencia ni el federalismo asimétrico de Maragall. Nadie pierde el sueño en Cataluña por la reforma del estatuto. Estamos tan solo ante un juego de esgrima de los políticos. Sin embargo, en los juegos peligrosos puede pasar cualquier cosa. Y si Dios no lo remedia, la vida catalana está a punto de una radicalización sin precedentes por causa de la irresponsabilidad de alguno de sus políticos. Y lo que es malo para Cataluña también lo es para el conjunto de España. No, como advirtió Pujol no podemos permitirnos un nuevo fracaso11.

			Esta última frase la pronunció Pujol, en el debate de la Constitución, en el turno de la Minoría Catalana:

			Muchas veces en España se ha fracasado. La historia de los dos últimos siglos de España, de los últimos ciento setenta o ciento ochenta años, es la historia de los fracasos, del intento de estructurar, de construir, de estabilizar, de poner las bases para el progreso del país, de todo el país. Nosotros, esta vez, no queremos fracasar. Desde nuestra perspectiva catalana, desde la cual a veces hemos fracasado doblemente, por nuestra condición de españoles, y además, porque hemos fracasado en aquello que nos afectaba directamente como catalanes; desde esta perspectiva  […] nosotros aportamos aquí, por una parte, nuestra voluntad, nuestra firme decisión de no fracasar esta vez, y nuestra aportación para que, entre todos, consigamos eso que la Constitución nos va a permitir: un país en el cual la democracia, el reconocimiento de las identidades colectivas, la justicia y la equidad sean una realidad.

			No fui profético

			Lamento haber sido profético. Pero no lo hice por tener dotes sobrenaturales. Todo empezó en la primavera de 2003. Por aquel entonces, Convergencia y Unión y el PSOE habían presentado en el Parlamento catalán sendas propuestas sobre el estatus de Cataluña, a las que no se había prestado gran atención en los cenáculos madrileños. El título de la propuesta de CiU era suficientemente expresivo: Bases para un nuevo estatuto nacional de autonomía de Cataluña. También el PSC había presentado las bases de un nuevo estatuto, basado en el «federalismo asimétrico». El debate de las propuestas se hallaba postergado hasta después de las elecciones autonómicas, que estaban fijadas para el 16 de noviembre de aquel año. El 13 de noviembre, vísperas electorales, Zapatero viajó a Barcelona para respaldar a Pasqual Maragall, que se enfrentaba a Jordi Pujol. En un mitin que tuvo lugar en el Palau de Sant Jordi, ante un auditorio de 20.000 personas, Zapatero hizo una promesa oportunista e irresponsable, pero que daría un duro golpe a la estabilidad política de España: «Apoyaré la reforma del estatuto que apruebe el Parlamento catalán». Probablemente no pensaba que el atentado del 11-M lo iba conducir a la presidencia del Gobierno. Maragall triunfó en las elecciones y se convirtió en el número 127 de los presidentes de la Generalidad de Cataluña.

			A principios de abril de 2024, tras el triunfo de Rodríguez Zapatero gracias al impacto del 11-M, accedió a la presidencia del Gobierno de España. En el debate de la investidura de Rodríguez Zapatero, celebrado a principios de abril de 2004, el portavoz de CiU, Duran i Lleida, no se anduvo con rodeos:

			Quiero dar a esto una gran solemnidad. España y Cataluña tienen ante sí una gran oportunidad… A lo largo de esta legislatura llegará a esta cámara una nueva
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